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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 22 
de febrero de 2007, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyyy, en nombre y 
representación de Dña. xxxxx, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 26 de enero de 2007 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyy, en nombre y representación de Dña. xxxxx, debido a los daños 
ocasionados en el vehículo de ésta por los servicios municipales. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 29 de enero de 
2007, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 50/2007, iniciándose el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del Reglamento 
Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de 
septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, correspondió su 
ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 

Primero.- El 28 de octubre de 2004 D. yyyyy formula, ante el 
Ayuntamiento de xxxxx, una reclamación de responsabilidad patrimonial por los 

 1



 

daños ocasionados en el vehículo xxxxx, matrícula xxxx, a consecuencia de 
robos, cuando se encontraba en el depósito municipal de vehículos. 
 

Acompaña a la reclamación fotocopia de la siguiente documentación: 
 

 - Acta de inmovilización del vehículo, de 17 de febrero de 2004, de 
la Policía Local. 
 
  - Cédula de citación al reclamante en calidad de perjudicado 
realizada por el Juzgado de Instrucción nº 2 de xxxxx, en las diligencias previas 
procedimiento abreviado 447/2004. 
 
  - “Notificación sobre retirada y depósito de vehículo en estado de 
abandono”, de 16 de septiembre de 2004. 
 

 - Escrito de 26 de octubre de 2004 de D. yyyyy manifestando no 
renunciar al vehículo matrícula xxxx. 
 

Segundo.- Consta en el expediente un informe de “Daños ocasionados 
en vehículo depositado en dependencias municipales por robo con fuerza en las 
cosas”, de 5 de noviembre de 2004, de la Policía Local, en el que se describen 
como “hechos”, los siguientes: 
 

 “Que según las actuaciones obrantes en esta Policía Local, el 
vehículo fue objeto de inmovilización cautelar el día 17/02/04, siendo su 
conductor el identificado como yyyyy, con domicilio en xxxxx, Calle xxxxx, ello 
por circular careciendo de todo tipo de documentación, levantando Acta al 
efecto, que se hizo entrega al conductor, constando su firma en la misma. 
 

 »Que el vehículo se retiró con la grúa municipal el día 18/02/04, 
quedando depositado en las Dependencias Municipales, sin que su conductor 
concurriera para levantar la inmovilización. 
 

 »Que el día 03 de abril de 2004, los Agentes de Policía Local con 
carnés profesionales números xxxx y xxxx, dan cuenta de la sustracción de 
elementos del vehículo tipo turismo, marca xxxxx, modelo xxxxx, matrícula 
xxxx, estando depositado, iniciando investigación para esclarecimiento de 
hechos, mediante Atestado 61/04. 
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 »Que el día 17 de abril de 2004, el oficial de Policía con carné 
profesional número xxxx, da cuenta de haber observado el robo de piezas del 
vehículo tipo turismo, marca xxxxx, modelo xxxxx, matrícula xxxx, siendo 
realizadas nuevas diligencias ampliatorias al atestado 61/04. 
 

 »Que el día 8 de junio de 2004, los Agentes de Policía Local con 
carnés profesionales números xxxx y xxxx, dan cuenta de la localización de 
piezas pertenecientes al tipo turismo, marca xxxxx, modelo xxxxx, matrícula 
xxxx, cuando se disponían a la colocación en el vehículo de tipo turismo, marca 
xxxxx, modelo xxxxx matrícula xxxx, en el Taller de ttttt, instruyendo diligencias 
e imputando el robo al titular de este vehículo fffff, domicilio en esta Ciudad, 
xxxxx, número xxxxx, interviniendo a su vez los efectos localizados, conforme 
se detalla en diligencias ampliatorias 61/04, de fecha 14 de junio de 2004. 
 

 »Que tal como se contempla en el artículo 71 de la Ley sobre 
Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, redactado por Ley 
11/1999 de 21 de abril (BOE 22/04/1999) «se presumirá racionalmente su 
abandono en los siguientes casos: a) cuando transcurran más de dos meses 
desde que el vehículo haya sido depositado tras su retirada de la vía pública por 
la Autoridad competente…». 
 

 »Que en base a los hechos relatados y trascurridos más de dos 
meses desde que el vehículo se depositó en las Dependencias Municipales, sin 
que su titular mostrara interés por levantar la inmovilización, dándose situación 
de abandono, se procedió a iniciar un expediente de enajenación como residuo 
sólido, siendo girada notificación al efecto de fecha 16 de octubre de 2004, 
anunciando que puede renunciar a favor del Ayuntamiento para su gestión 
como residuo sólido. 
 

 »Que el día 26 de octubre de 2004, mediante documento remitido 
a la Alcaldía por el titular del vehículo, comunica que no renuncia a la posesión 
del vehículo, sin que dispusiera interés por levantar la inmovilización. 
 

 »Que en este acto se le informa que debe abonar la estancia del 
vehículo en las Dependencias Municipales, desde el día 18 de febrero de 2004, 
hasta el momento que disponga su retirada, pudiendo ser retirado con una grúa 
particular y quedar depositado donde disponga, no mostrando interés por sacar 
el vehículo de las Dependencias, permaneciendo el vehículo en el Deposito 
Municipal. 
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 »Que a fecha del presente, permanece el vehículo depositado en 

las Dependencias, con el consiguiente deterioro por el abandono del mismo y 
daños producidos, hechos que es conocedor el titular al haber sido conducido 
hasta el depósito y manifestar no tener interés en abonar la estancia en el 
depósito, habiendo adoptado la medida cautelar de dejar sin efecto el 
expediente de enajenación, ello sin dejar de correr los gastos por días de 
estancia”. 
 

El informe incorpora fotocopia de la siguiente documentación: parte de 
“grúa municipal” de fecha 18 de febrero de 2004; “acta de inmovilización de 
vehículos”; informe de 4 de abril de 2004 de la Policía Local; informe fotográfico 
del vehículo matrícula xxxx; “incidencia” de 17 de abril de 2004; escrito de 5 de 
noviembre de 2004 del Concejal Delegado de Seguridad Ciudadana 
acompañado de anexo fotográfico; escrito de 14 de junio de 2004 del Concejal 
Delegado de Seguridad Ciudadana; “diligencias ampliatorias, diligencia de 
hechos”; e “informe fotográfico. Asunto: Recuperación de supuestas piezas 
robadas del depósito Municipal”. 
 

Tercero.- El 5 de septiembre de 2006, el interesado presenta un escrito 
en el que reitera la reclamación de responsabilidad patrimonial, valorando los 
daños a efectos indemnizatorios en “la cantidad de 9.000,00 (nueve mil euros), 
o la cantidad que sea señalada en peritación por la Compañía Aseguradora del 
Ayuntamiento”. 
 

Acompaña al escrito copia de la documentación aportada junto al escrito 
inicial y de éste, así como la Sentencia nº 178/06 del Juzgado de lo Penal nº 1 
de xxxxx, en cuyo fallo dispone: 
 

 “Que debo absolver y absuelvo a fffff del delito de hurto del que 
venía siendo acusado, declarando de oficio las costas procesales causadas”. 
 
 Cuarto.- Consta en el expediente un informe de 14 de septiembre de 
2006 de la Policía Local, en el que se detallan los gastos ocasionados al 
Ayuntamiento y que suponen un importe total de 4.294,5 euros 
 
 Quinto.- El 16 de octubre de 2006 el interesado presenta un escrito, 
acompañado de una fotocopia de la ficha técnica del vehículo, en el que 
manifiesta: 
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  “Que la reclamación que se ejercita en este Expediente iniciado a 
instancia mía, se hace en nombre y representación de mi madre xxxxx en su 
calidad de titular del vehículo. 
 
  »Que mostramos nuestra conformidad y acuerdo en que la 
valoración económica de la responsabilidad patrimonial del Ayuntamiento sea 
fijada y determinada de acuerdo con el valor venal del vehículo a fecha del 
siniestro (marzo-abril del 2004) y fijado según las tablas oficiales de 
valoración”. 
 
 Sexto.- Mediante Decreto de la Alcaldía de 14 de noviembre de 2006 se 
nombra instructor del procedimiento, notificándose a la parte reclamante el 16 
de noviembre siguiente. 
 
 Séptimo.- El 14 de noviembre de 2006 el instructor, tras aludir a los 
diferentes aspectos requeridos por el artículo 14 del Reglamento de los 
procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad 
patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, 
valorando los daños a efectos indemnizatorios en 6.236 euros (según la 
Asociación Nacional de Vendedores de Vehículos a Motor, Reparación y 
Recambios (GANVAM), resuelve: 
 
  “Primero.- Suspender el procedimiento general de responsabilidad 
patrimonial e iniciar procedimiento abreviado. 
 
  »Segundo.- Otorgar al interesado el plazo de 5 días hábiles para 
que manifieste su conformidad con el importe indemnizatorio propuesto –6.236 
€– y acordar la terminación convencional del procedimiento. Plazo durante el 
cual también podrá formular las alegaciones y presentar los documentos y 
justificantes que estime pertinentes”. 
 
 Octavo.- La parte reclamante, mediante escritos presentados los días 21 
y 30 de noviembre de 2006, manifiesta expresamente su conformidad. Así, en 
este último manifiesta: 
 
  “Que ya hemos mostrado nuestra conformidad y acuerdo, 
respecto a la valoración económica de la responsabilidad patrimonial del 
Ayuntamiento, con el importe indemnizatorio propuesto por este Ayuntamiento 
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y que asciende a la cantidad de 6.236,00 euros (seis mil doscientos treinta y 
seis euros). 
 
  »Que asimismo, y de acuerdo con lo anterior, ya hemos mostrado 
nuestra conformidad y acuerdo para la terminación convencional del 
procedimiento. 
 
  »Que en contestación a su escrito, y para aclarar el asunto de 
manera concluyente, mostramos nuestra conformidad en que la indemnización 
municipal de 6.236,00 euros corresponde al valor venal del vehículo, lo cual 
significa que una vez percibido el importe indemnizatorio el vehículo pasará a 
propiedad municipal”. 
 
 Noveno.- El 21 de diciembre de 2006 el instructor propone “declarar la 
terminación convencional del expediente de responsabilidad patrimonial, 
presentada por los daños al vehículo matrícula xxxx, formulada por D. yyyyy y 
fijar la indemnización en 6.236 €”. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla B), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

Así, sin perjuicio de lo que posteriormente se dirá, se han observado las 
previsiones contenidas en los artículos 14 y siguientes del citado Reglamento, 
una vez acordada por el instructor la iniciación del procedimiento abreviado. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. No 
obstante debió requerirse, conforme al artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, la documentación acreditativa de la representación en que 
interviene D. yyyyy. 
 

La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 
Alcalde-Presidente de la Corporación municipal, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, en relación con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 

La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
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 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 

 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 
 

 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 

 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 

 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 

 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

En la esfera de las Administraciones locales el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, establece que 
“las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios 
causados a los particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus autoridades, 
funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa”, reproducido, prácticamente de manera 
literal, por el artículo 223 del Reglamento de organización, funcionamiento y 
régimen jurídico de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 
2568/1986, de 28 de noviembre. Regulación que viene constituida por los ya 
mencionados artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de modo que resulta igualmente exigible la concurrencia de los requisitos 
anteriormente señalados. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial formulada por D. yyyyy, en nombre y 
representación de su madre, Dña. xxxxx, por los daños ocasionados, a 
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consecuencia de diferentes robos, en el vehículo de ésta, xxxxx, matrícula xxxx, 
cuando se encontraba en el depósito municipal de vehículos, tras ser 
inmovilizado, por falta de documentación, por la Policía Local el 17 de febrero 
de 2004. 
 

La parte reclamante ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de 
acuerdo con lo señalado en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, toda vez que la inmovilización del vehículo tuvo lugar el 17 de 
febrero de 2004, pasando al depósito municipal de vehículos al día siguiente, y 
la reclamación se presentó el 28 de octubre de 2004, dentro, pues, del plazo de 
un año que establece el citado precepto. 
 

Se estima procedente la tramitación del expediente por el procedimiento 
abreviado, toda vez que, conforme al artículo 14 del Reglamento de los 
procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad 
patrimonial, resultan “inequívocas la relación de causalidad entre la lesión y el 
funcionamiento del servicio público, la valoración del daño y el cálculo de la 
cuantía de la indemnización”. 
 

Así resulta de la documentación obrante en el expediente, 
fundamentalmente del informe de 5 de noviembre de 2004 de la Policía Local 
del Ayuntamiento, en los términos en que resulta trascrito en el antecedente de 
hecho segundo del presente dictamen, y del escrito del 14 de noviembre de 
2006 del instructor, en el que se determina la valoración de los daños a efectos 
indemnizatorios en 6.236 euros, de modo objetivo, conforme al GANVAM, 
aceptado por la parte reclamante. 
 

6ª.- Igualmente ha de señalarse que no plantea objeción alguna el que 
pueda finalizar el procedimiento abreviado mediante terminación convencional, 
posibilidad expresamente contemplada en el artículo 15.2 del citado 
Reglamento. 
 

Ahora bien, formulada la proposición de terminación convencional por el 
instructor y constando la expresa conformidad con la propuesta de la parte 
reclamante, lo que resultaba procedente conforme a los artículos 12 y 16 del 
Reglamento era haber formulado, no una propuesta de resolución, sino “la 
propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el 
procedimiento”. 
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No obstante, constando la expresa conformidad de la parte reclamante 
con la propuesta de la Administración, que satisface la pretensión formulada 
por aquélla, se considera que en atención a los principios de eficacia y 
economía procesal, máxime habiéndose seguido la tramitación por el 
procedimiento abreviado, resulta procedente la formalización del acuerdo 
indemnizatorio a suscribir entre la parte interesada y el órgano administrativo 
competente, en el presente caso el Alcalde del Ayuntamiento, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local. 
 

Respecto el alcance y contenido del acuerdo indemnizatorio, interesa 
destacar que el preámbulo del Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, 
manifiesta: “Obviamente, el acuerdo de terminación convencional no puede 
incluir, como tal acuerdo con un particular, ningún tipo de transacción sobre la 
existencia o no de relación de causalidad o de reconocimiento pactado de la 
responsabilidad de las Administraciones Públicas, sino limitarse a la 
determinación de la cuantía y el modo”, previsión que deberá ser observada al 
elaborarse aquél. 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Estimando que concurren los requisitos para determinar la existencia de 
responsabilidad patrimonial, procede la terminación convencional en el 
expediente iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
yyyyy, en nombre y representación de Dña. xxxxx, debido a los daños 
ocasionados en el vehículo de ésta por los servicios municipales. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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